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PENAS Y MEDIDAS ALTERNATIVAS A LA RECLUSIÓN 


Regulación 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 26 de marzo de 2003 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señora Representante Margarita Percovich. 


MIEMBROS: Señores Representantes Jorge Barrera, Gustavo Borsari Brenna, Alejo Fernández Chaves, 
Henry López, Felipe Michelini, Jorge Orrico, Diana Saravia Olmos y José Luis Veiga. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- Se pasa a considerar el asunto que figura en tercer término del 
orden del día: “Penas y medidas alternativas a la reclusión. (Regulación).- Medidas alternativas a la 
pena de reclusión. (Establecimiento).- Remisión de las penas privativas de libertad. (Normas)”. 


Hemos repartido algunas propuestas de modificación de los proyectos presentados, para empezar la 
discusión. 


SEÑOR BARRERA.- Sin perjuicio de valorar ese aporte, el año pasado trabajamos con el señor 
Diputado Díaz Maynard a efectos de lograr un proyecto único, aunque hay una fuerte diferencia 
filosófica que impide que lleguemos a un acuerdo en lo que tiene que ver con el ámbito de aplicación de 
las medidas alternativas. Mientras para nosotros no se aplican a quienes les pueda recaer pena de 
penitenciaría, el señor Diputado Díaz Maynard sostiene que son aplicables a todos. Por lo tanto, 
propongo que elevemos al Cuerpo el texto sobre el que hay acuerdo y dejemos fuera, con dos informes, 
lo que tiene que ver con el ámbito de aplicación. 


SEÑOR ORRICO.- No pretendo reabrir la discusión, pero quiero citar un caso que conocí 
directamente y que sucedió en la última visita de cárceles de la Suprema Corte de Justicia. Una 
persona de 18 años, primaria absoluta, había ingresado a una casa en un momento en que no había 
nadie. Abrió la heladera, comió y sacó toda la comida que había. Ése fue su delito. Como por haber 
penetrado a una casa tenía un hurto especialmente agravado, la pena mínima era de penitenciaría. 
Pido que se recapacite un poquito -y si tenemos que votar con dos informes, lo haremos- en cuanto a 
que bajo el rubro de pena de penitenciaría cabe la mayoría de los delitos, algunos de los cuales revisten 
muy poca peligrosidad hacia la sociedad, pero la aplicación de la ley, que es lo que tienen que hacer los 
Jueces, lleva a procesamiento y prisión. Ejemplos como el citado hay muchos y tal vez hubiera sido 


mucho más sano que a ese muchacho le hubieran dado medidas alternativas y no que pasara cinco o 
seis meses en la cárcel hasta que la Corte le dio la libertad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el comparativo tenemos el proyecto aprobado en la Legislatura anterior, 
uno del señor Diputado Díaz Maynard y otro de los señores Diputados Barrera y Aguilar. 


SEÑOR BARRERA.- El señor Diputado Díaz Maynard propone dos artículos que contemplan algo 
que yo no preví, sobre todo cómo se computa a los efectos del cumplimiento de las medidas. 


Me gusta mucho la propuesta de la atención psicológica y la rehabilitación para el artículo 3”. Propongo que 
consideremos artículo por artículo y no nos empantanemos cuando lleguemos al ámbito de aplicación. 


SEÑOR VEIGA.- Hice las consultas pertinentes y hay acuerdo en que ése sea el procedimiento. 
SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión el artículo 1”. 


Tengo entendido que no hay discrepancias con respecto a este artículo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

———Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 2”. 


Esta es la disposición que plantea discrepancias. 


SEÑOR BARRERA.- Quiero aclarar que hay un error en la transcripción del proyecto del señor 
Diputado Díaz Maynard, porque el artículo 2” que él propone no es igual al aprobado por la Cámara 
en la Legislatura anterior. Él me manifestó, hace un año, que su propuesta es que las medidas se 
apliquen a todos aquellos procesados que no fueran reincidentes ni habituales. 


SEÑOR ORRICO.- Propongo el siguiente texto: “Sin perjuicio de lo establecido por la Ley_N* 16.058, 
de 27 de agosto de 1989, en los casos de no reincidentes o habituales y cuando la gravedad del hecho o 
daño no la ameriten, la prisión preventiva podrá sustituirse por una o más de las medidas que se 
determinan en el artículo siguiente”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2” del proyecto 
firmado por los señores Diputados Barrera y Aguilar. 


(Se vota) 


Cinco en nueve: AFIRMATIVA. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2” propuesto por el señor Diputado Orrico. 
(Se vota) 

———Cuatro en nueve: NEGATIVA. 

En discusión el artículo 3". 


Estamos de acuerdo con el agregado que propone el señor Diputado Barrera en el literal a) en cuanto a la 
presentación periódica también ante la Seccional Policial. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el acápite y el literal a) del artículo 3. 


(Se vota) 
——_Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el literal b). 


También estamos de acuerdo con el agregado “de daño o de peligro”. 


SEÑOR MICHELINL.- En cuanto al agregado al literal b) que figura en el repartido de la Presidencia, 
compartimos el concepto pero queremos hacer algunas observaciones de estilo. Creemos que en lugar 
de “tráfico vehicular” debería decir “tránsito vehicular”. La propuesta dice: “(...) Se procederá al 
retiro de la libreta de conducir proporcionada en el Departamento y se efectuará la comunicación 
correspondiente al resto de las Intendencias y sus Juntas Locales”. A nuestro juicio, debe decir “Se 
procederá al retiro de la libreta de conducir y se efectuará la comunicación correspondiente a las 
Intendencias y las Juntas Locales”, porque puede ser de cualquier departamento. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- ¿Por qué a las Juntas Locales? 
SEÑORA PRESIDENTA.- Porque algunas otorgan libreta de conducir. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Estoy de acuerdo conceptualmente con el literal b). Dice: “(...) un 
delito culposo contra la vida o la integridad física, de daño o de peligro” y creo que está mal redactado. 
Parece estar relacionando delito culposo con “la vida o la integridad física”; después dice “de daño o de 
peligro”. 


SEÑOR BARRERA.- Pensé solamente en accidentes de tránsito. Un caso es el delito de lesiones 
culposas; el de daño se comete cuando una persona en determinadas circunstancias y condiciones 
rompe con su vehículo, por ejemplo, un muro. No hubo un delito culposo de lesiones o de integridad 
física porque no se atacó a nadie, pero sí un delito de daño. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Reitero que estoy de acuerdo conceptualmente pero la redacción 
necesita algo que señale que se trata de un delito de daño. 


SEÑOR ORRICO.- No entiendo por qué hay que poner de daño o peligro. Así como está redactado, 
por cualquier delito de daño, aunque no tenga que ver con la conducción de un vehículo, se retira la 
libreta. La intención es que se la retire a quien conduce un vehículo y mata, lesiona o provoca un grave 
daño como destruir una casa. 


SEÑOR BARRERA.- Voy a citar un caso que ocurrió en el Cerro. Una persona se durmió, atravesó las 
rejas de una casa y la rompió en parte. Es un delito de daño. ¿En ese caso no se aplican medidas 
alternativas? Yo quiero contemplarlo, por eso incluí el delito de daño. 


SEÑOR ORRICO.- ¿Por qué se incluye el delito de peligro? 


SEÑOR BARRERA.- Es una forma de abarcar todas las circunstancias; no pensé en ningún caso 
concreto. Esta es la redacción que propuso el doctor Cairoli y se votó el período pasado. 


SEÑOR ORRICO.- Propongo la siguiente redacción: “Prohibición de conducir vehículos por un plazo 
de hasta dos años, cuando se hubiese cometido un delito culposo contra la vida, la integridad física, o se 
hubiere provocado daño importante a criterio del Juez a la propiedad”. 


SEÑOR BARRERA.- Estoy de acuerdo. 
SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Que no suceda lo mismo que con el criterio que tienen algunos 


Magistrados con respecto a lesiones leves. Paradójicamente, muchas veces en el caso de lesiones graves 
no hay procesamiento porque el Juez entiende que la situación no lo amerita. 


SEÑOR BARRERA.- Rige el principio de oportunidad. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Pero esa corriente jurisprudencial dice que no lo aplican porque están 
obligados a procesar cuando son lesiones leves y existe denuncia de parte. Resulta que como en el caso 
de lesiones graves tienen la potestad de procesar o no, eventualmente no lo hacen. En cambio, si quien 
sufrió una lesión leve hace la denuncia en un Juzgado, el Juez entiende que debe procesar. 


SEÑOR BARRERA.- El individuo la puede retirar antes de la acusación fiscal. Con esto se busca 
negociar que le vayan pagando la indemnización en caso de accidente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, hacemos acuerdo en la siguiente redacción 
del literal b): “Prohibición de conducir vehículos por un plazo de hasta dos años, cuando se hubiese 
cometido un delito culposo contra la vida, la integridad física, o se hubiere provocado daño importante 
a criterio del Juez a la propiedad, cometidos en ocasión del tránsito vehicular. Se procederá al retiro de 
la libreta de conducir y se efectuará la comunicación correspondiente a las Intendencias y las Juntas 
Locales”. 


El literal c) queda como está. 


En discusión el literal d). 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- El final del literal d) del proyecto firmado por los señores 
Diputados Barrera y Aguilar dice: “Estas medias no podrán disponerse por un plazo mayor al 
establecido para las penas por los delitos imputados”. En el caso de un homicidio se pueden disponer 
hasta por 30 años. 


SEÑOR ORRICO.- El artículo 1” pone el límite. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- No se hace mención al hecho de que la persona en cuestión haya 
estado, por ejemplo, tres meses preso, sino al delito imputado. En consecuencia, se está remitiendo a la 
figura delictiva. Quiere decir que en el caso de un homicidio, con esta frase podría establecerse una 
medida sustitutiva de 30 años. Podrá decirse que no sucederá en la práctica, pero sin llegar a los 
extremos absurdos que estoy planteando se podría establecer una pena sustitutiva con una 
prolongación en el tiempo importante que pueda afectar, por ejemplo, las posibilidades laborales de la 
persona en cuestión. 


SEÑOR BARRERA.- Una cosa son las medidas sustitutivas a la prisión preventiva y otra muy distinta 
es cuando ya hay una condena -el caso que menciona el señor Diputado- y, por lo tanto, ya estamos en 
medidas alternativas. Para el vulgo es lo mismo puesto que la aplicación práctica es igual. Nunca se 
podría dar la situación que refiere el señor Diputado Fernández Chaves porque habría una condena 
“ultra petita”. Es decir, es claro que nunca puede haber una pena que recaiga más allá de lo que pide el 
Fiscal. Por lo tanto, mientras se desarrolla el proceso existe una medida sustitutiva, que es a lo que se 
refiere este artículo. Luego de la sentencia hay una pena alternativa. Por lo tanto, la hipótesis de 
laboratorio que plantea el señor Diputado no se puede dar en la realidad con este texto. 


SEÑOR MICHELINI.- Sugiero que discutamos aparte los plazos por los cuales se pueden poner estas 
medidas y estas penas, porque yo veo la misma gravosidad en presentarse periódicamente ante un 
Juzgado o Seccional Policial que tener la prohibición de concurrir a determinados lugares. Si lo 
traslado a un medio reducido como una villa o un pueblo, la gravedad es mayor, porque queda sujeto 
al Comisario o al Juez. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- No estuve cuando fue electa Presidenta la señora Diputada Percovich y 
quiero dejar constancia de que la hubiera votado con muchísimo gusto y me congratulo de que esté 
presidiendo esta Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la reunión. 


(Es la hora 11 y 40) 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- Continuamos con la consideración del proyecto sobre Penas y 
medidas alternativas a la reclusión. Estábamos considerando el literal e) del artículo 3”, sobre el que el 
señor Diputado Fernández Chaves había expresado su parecer. 


SEÑOR BARRERA.- Con respecto a la expresión: “Estas medidas no podrán disponerse por un plazo 
mayor al establecido para las penas por los delitos imputados”, estoy dispuesto a sacarla si es para 
alcanzar el consenso, pese a la fundamentación legal que realicé basándome en Arlas. 


SEÑOR MICHELINI.- Básicamente quiero señalar lo que expresé cuando finalizaba la sesión que 
mantuvimos en horas de la mañana. Si es una pena, no puede ser “sine die” sino que debe tener una 
determinación concreta, por lo que el problema se presentaría en las medidas alternativas. 


Creo que deberíamos establecer un límite temporal. ¿Cuál es mi preocupación? Que la persona sea 
procesada, se inicie el sumario a los efectos de la virtual sentencia condenatoria o absolutoria, pero que por 
alguna razón no se llegue a la condena en un plazo razonable. Por lo tanto, esa persona quedará sujeta a 
medidas previsionales “in eternum”. En tal sentido, me parece que deberíamos encontrar una norma que diga 
que las medidas alternativas tienen un límite. En este caso, el límite estaba en una especial medida y los 
límites deberían ser para todos. Por ejemplo, cuando en el literal a) se establece la presentación periódica ante 
el Juzgado o Seccional policial puede ser, en determinadas circunstancias, tremendamente gravoso y 
altamente indignificante; en un pequeño poblado o en una pequeña ciudad uno se hace objeto del control del 
comisario, con nombre y apellido. Por lo tanto, todas las medidas sustitutivas de la prisión preventiva 
deberían tener un límite determinado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no interpreto mal, habría una propuesta de redacción alternativa. 


SEÑOR BARRERA.- Creo que hay que sacar aquello con lo que discrepa el señor Diputado Fernández 
Chaves. En cuanto a los días y cómo se computa, yo tampoco tengo inconveniente en sacarlo, a efectos 
de allanar el camino. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, sacaríamos esa frase y luego veríamos en los próximos artículos si 
se contempla la preocupación del señor Diputado Michelini. 


El literal d) del artículo 3” termina en “límites territoriales”. 


Por otra parte, la propuesta era agregar como medida alternativa la atención médica o psicológica -sobre esto 
tenía dudas el señor Diputado Fernández Chaves, que aparece en el comparativo del proyecto de 1996 que 
había aprobado la Cámara de Representantes-, dándole una redacción un tanto distinta. Se establecía atención 
médica o psicológica de apoyo o rehabilitación por un plazo máximo de seis meses, si el tratamiento fuese 
ambulatorio y de dos meses si requiriese internación. 


SEÑOR BARRERA.- Ya había obtenido unanimidad en 1996. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- La diferencia es que se saca “obligación”. El literal E) del proyecto de 
ley aprobado por la Cámara en 1996 se establece: “Obligación de someterse a tratamiento médico o 
psicológico: la obligación de someterse a determinado tratamiento en cuanto no afecte el respeto 
debido a la dignidad humana, por un plazo máximo de seis meses, si el tratamiento fuese ambulatorio y 
de dos meses si requiriese internación”. 


Yo le dejaría “obligación”, tal como está, porque estamos estableciendo que se lo pueda obligar a tratamiento 
médico. Es más, lo mantendría tal como está originalmente, es decir, en el literal e) del proyecto aprobado en 
1996. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se ha reiterado el asunto de que “no afecte es respeto debido a la dignidad 
humana”; se supone que las medidas propuestas, aprobadas por el Juez, no afectarán la dignidad 
humana. Es una expresión que hemos ido retirando de todas las propuestas, aunque en este caso 
podemos dejar el texto tal cual viene. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Quisiera saber si la modificación que plantea la señora Presidenta 
al proyecto de ley aprobado en 1996 -que originalmente lo había planteado el señor Diputado Díaz 
Maynard- se refiere a suprimir “Obligación de someterse” o “la obligación de someterse a determinado 
tratamiento en cuanto no afecte el respeto debido a la dignidad humana”, etcétera. Son dos cosas 
distintas. 


Comparto la observación de la señora Diputada Saravia Olmos en cuanto que debería decir “Obligación de 
someterse a atención médica”, y luego continuar con la redacción propuesta por la señora Presidenta, es 
decir, “atención médica o psicológica, de apoyo o rehabilitación, por un plazo máximo de seis meses, si el 
tratamiento fuese ambulatorio y de dos meses si requiriese internación”. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Sería una combinación. 


SEÑORA FERNÁNDEZ CHAVES.- Y al proyecto aprobado en 1996 le quitaría la frase “en cuanto no 
afecte el respeto debido a la dignidad humana”, en tanto se presume que un Juez no tomará una 
medida de ese tipo. Si lo hiciere estaría violando gravemente sus deberes como tal. 


Me parece que el propósito de la modificación que presenta la señora Presidenta es ese, es decir, no quitar 
“Obligación de someterse” porque eso es lógico. El Juez debe tener el imperio suficiente para poder obligar. 


SEÑOR MICHELINL.- Se supone que toda sentencia o medida sustitutiva a la prisión preventiva debe 
ser respetuosa de la dignidad humana. 


Sin perjuicio de esto, hay determinados tratamientos en los que la dignidad o el decoro personal es opinable: 
es muy correcto en cuanto sean voluntarios, pero en la medida en que es parte de una obligación, puede haber 
un serio conflicto. En algún momento debería haber una salvaguarda, pues en principio, los Jueces -por 
definición-, estarían suspendiendo ciertos derechos que no afectan la dignidad humana, aunque puede haber 
un grado de conflicto importante. 


No parece que en la presentación periódica ante el Juzgado o la comisaría haya un conflicto; sí lo veíamos en 
la presentación sin ningún tipo de plazo, en forma eterna, mientras un proceso no se resuelve. Por eso 
razonábamos que habría que acotarlo en el tiempo. 


Por lo tanto, esta salvaguarda respecto al tratamiento médico, psicológico, de atención o rehabilitación, 
debería tener algún tipo de reaseguro de forma tal que sea presumible asumir que no es posible obligar a esta 
persona a hacer ese tratamiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Acá se hace una enumeración de cuáles son las penas. Una de las 
alternativas que tiene el Juez para elegir -que puede ser complementaria con otra- es el tratamiento de 
apoyo psiquiátrico -dice médico pero es psiquiátrico- o psicológico. De apoyo o de rehabilitación. Yo lo 
puse así porque me parece que debe haber voluntad de parte de la persona -inclusive, esto se ve más 
adelante, en otros artículos- para una rehabilitación. No hay ningún apoyo o rehabilitación eficaz si no 
media la voluntad del sujeto que debe ser rehabilitado. Por lo tanto, consideré que no correspondía 
establecerlo, aunque sí dejar sentado que se trata de una alternativa muy deseable que el Juez adopte. 
Quizás haya que agregar “que no colide con el respeto debido a la dignidad humana”; yo lo daba por 
descontado, pero puede haber -por desconocimiento u otro motivo- un tratamiento que no sea el 
adecuado. 


De todas formas, creo que la “obligatoriedad” no hace a la rehabilitación. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Quiero hacer dos anotaciones. 


Con respecto a la obligatoriedad o no, si no se establece específicamente la obligatoriedad del cumplimiento 
la mayoría de las personas a las que se les aplique esta medida sustitutiva no la aceptará. Es clásico en todos 
los seres humanos, en todos nosotros, no reconocer las falencias desde el punto de vista psicológico, tema 
que se da muchísimo en personas que tienen problemas psicológicos muy graves, alcoholismo, o de adición. 
En el caso de los adictos, se niegan porque dicen que no tienen la adición y que lo hacen con absoluta 
voluntariedad. 


El otro aspecto, que me parece muy importante, es sobre la dignidad humana -que lo trataba en este literal del 
proyecto del señor Diputado Díaz Maynard-, que se vuelve a reiterar en el literal J): “Cualquier otra 
obligación sustitutiva propuesta por el procesado que, no afectando la dignidad humana y aceptada por el 
Juez, cumpla con las finalidades de la presente ley o suponga una adecuada reparación del mal causado”. 


Compartiendo la inquietud del señor Diputado Michelini respecto a que la ley tiene que ser cautelosa en 
cuanto a defender los intereses del justiciable, creo que podría eliminarse la expresión “dignidad humana”, 
tanto en inciso E) como en el J), y agregar otro inciso genérico, que cubra todas las posibilidades - 
eventualmente, lo de “dignidad humana”, puede afectarse con el primer literal o con la presentación en la 
seccional- respecto a que ninguna de estas medidas podrá afectar la dignidad humana, etcétera. 


Entonces, lo eliminamos específicamente en cada uno de los literales y lo agregamos como una condición 
“Sine qua non” para tomar cualquiera de estas medidas. 


Creo que podría ser una solución más omnicomprensiva. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Estaríamos de acuerdo con esta propuesta y, en principio, dejar la 
redacción original del proyecto de 1996? 


(¡Apoyados!) 


Por lo tanto, aceptamos la propuesta del señor Diputado Fernández Chaves respecto a establecer un 
inciso final con lo que acaba de manifestar. 


SEÑOR ORRICO.- Con respecto al término “obligación”, creo que más que una obligación es una 
carga. ¿Cómo funciona esto? Que el Juez tiene que decir “Yo a usted lo tengo que mandar a prisión, 
pero si se somete a un tratamiento psicológico por lo menos seis meses, yo lo exonero de prisión”. 
Entonces, en este caso el individuo opta. 


De todas formas -pese a que reconozco que técnicamente algún profesor de Facultad, cuando de clase, nos va 
a caer con esto- no me opongo al término “obligación”; estoy con el señor Diputado Fernández Chaves en 
cuanto a que ese término marca la necesidad de que el individuo, para obtener la alternativa, se obligue a un 
tratamiento de determinada duración. A todo eso que dijo el señor Diputado Fernández Chaves -que me 
parece que es la ventaja de tener “boliche” en el ejercicio de la profesión- agrego el hecho de que un 
individuo está en un Juzgado y que viene un Juez que le dice: “Te sometés a un tratamiento, te libero; no te 
sometés, te meto a prisión”. Obviamente, el tipo dirá “¡Someteme a tratamiento, no importa cuál!”. Creo que 
en el 99,9% de los casos las personas dirán que sí, aunque tal vez haya uno tan desvariado que diga que no. 


Me parece que hay que establecer una expresión que inequívocamente indique que si no se lo hace, cesa esa 
medida. 


Con respecto a lo otro, me parece que en algún lugar de este proyecto de ley -no sé si es para este artículo 
específico, aunque creo que sería aplicable a todo- debe establecerse que “toda medida alternativa deberá ser 
tomada respetando en su más amplia acepción los principios inherentes a la dignidad humana”. También 
podría indicarse “en su más amplia acepción, los principios de respeto a la dignidad humana”. 


SEÑOR BARRERA.- Creo que todos estamos hablando el mismo idioma, el asunto es ver dónde lo 
colocamos. 


SEÑOR ORRICO.- Si la Comisión acepta esta expresión después vemos dónde la ubicamos; creo que 
una frase de este estilo es aplicable a toda la ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Podría repetirla, señor Diputado? 


SEÑOR ORRICO.- “Toda medida alternativa deberá ser tomada respetando en su más amplia 
acepción los principios inherentes a la dignidad humana”. 


Creo que es un principio general, que no es aplicable a un artículo determinado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos considerando el texto del literal E) del artículo 3” del proyecto 
votado en 1996, que dice: “Obligación de someterse a tratamiento médico o psicológico: la obligación 
de someterse a determinado tratamiento”, y aquí agregaría “de apoyo y rehabilitación” -lo de 
tratamiento es tan laxo- por un plazo máximo de seis meses... 


SEÑOR MICHELINI.- Permítame, señora Presidenta. 


Creo no que es necesario repetir “obligación” dos veces: se establece en el acápite o como parte del literal. 
Para mí el título es el que establece la señora Presidenta: “Atención médica o psicológica, de apoyo o 


rehabilitación: la obligación de someterse a determinado tratamiento por un plazo máximo de seis meses, si 
el tratamiento fuese ambulatorio y de dos meses si requiriese internación”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Hay acuerdo? 
SEÑOR MICHELINI.- Reitero la propuesta. Literal e): “Atención médica o psicológica, de apoyo o 
rehabilitación: la obligación de someterse a determinado tratamiento por un plazo máximo de seis 


meses, si el tratamiento fuese ambulatorio y de dos meses si requiriese internación”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la redacción propuesta por el 
señor Diputado Michelini. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Pasamos a considerar el literal e) del artículo 3* del proyecto presentado por el señor Diputado Barrera y el 
literal F) del artículo 3” del proyecto de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR BARRERA.- La única divergencia que tengo es respecto a establecer: “Estas medidas no 
podrán sobrepasar dos horas diarias o las doce semanales, y su plazo máximo de duración será de seis 
meses”. 


Creo que sería bueno que sea el Juez quien determine. Estas medidas ya se están cumpliendo; aunque no 
tengan sustento legal, algunos Jueces ya las están aplicando. Por ejemplo, hubo un caso en el Chuy, para el 
que se determinó que la prestación de servicio comunitario fuera de cuatro horas de asistencia al local del 
INAME de ese lugar. Otro ejemplo puede ser el de cuatro horas la Intendencia Municipal de Montevideo, de 
acuerdo con un convenio con una ONG respecto a la prevención de accidentes. 


Lo que hoy se está aplicando son cuatro horas, por lo que entiendo que establecer dos horas diarias o doce 
semanales sería atar demasiado las manos del Juez, que es quien debe analizar el caso según la gravedad de la 
situación y del delito. 


SEÑOR ORRICO.- Lamento discrepar con ese criterio. Creo que algún límite hay que poner. Hay que 
tener en cuenta que estamos en un país en el que perder un trabajo significa, frecuentemente, perderlo 
para siempre. Entonces, si se fijan determinadas horas diarias o algo por el estilo, el individuo no 


conseguirá trabajo, pierde el que tenía, o deberá dar explicaciones de porqué no puede trabajar de la 
misma forma como lo hacía antes. Hay una serie de determinantes. 


El proyecto, tal como está, establece dos horas diarias o doce semanales. Por ejemplo, un médico, que tiene 
un accidente de tránsito del que es culpable y le ponen como medidas alternativas hacer guardias en el 
Hospital Pasteur, puede juntar todas las horas y las cumple los domingos, que no es lo mismo que le digan 
que tienen que hacer guardias de veinticuatro horas cuatro veces en la semana. 


Sé que en la práctica no va a funcionar así, pero creo que hay que dar un criterio rector de hasta dónde se 
puede llegar: hasta determinada cantidad de horas diarias y hasta cierta cantidad de horas semanales. 


SEÑOR BARRERA. Tal vez podríamos aumentar la cantidad de horas diarias. Reitero que hoy se 
están aplicando cuatro horas. En la División Tránsito de la Intendencia Municipal de Montevideo -que 
es lo que conozco, porque los Jueces envían allí a la gente para que enseñen a los niños las reglas de 
tránsito- se hacen cuatro horas. Es cierto que hay que poner un límite para que no sean ocho o nueve 
horas diarias, pero sería bueno aumentar estas dos horas. 


SEÑOR ORRICO.- El proyecto tal como venía redactado no tenía límites; no tengo problema en que 
sean dieciocho horas semanales, pero pongamos un límite. 


SEÑOR BARRERA.- Estaría de acuerdo en establecer un máximo de cuatro horas diarias, que no 
superen las dieciocho horas semanales. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Comparto los argumentos esgrimidos por el Diputado Orrico. 


Este tipo de medidas se aplica porque se pretende evitar que la persona sufra la ignominia de estar en la 
cárcel y padecer todas las consecuencias, entre otras, generalmente perder su fuente laboral. 


No se debe sobrecargar las horas diarias; inclusive, podría aumentarse el plazo de duración de los seis meses. 
Pero superar esas dos horas diarias, en la práctica, inhibe a una persona de tener otro trabajo, porque si 
tenemos en cuenta el traslado a ese nuevo lugar de “trabajo” -entre comillas- donde va a desempeñar los 
servicios comunitarios, notaremos que en determinado momento llegará a las cinco horas diarias, o más, de 
dedicación, si le pusiéramos cuatro horas como máximo. Entonces, se podrían establecer dos horas diarias o 
seguir con las doce semanales, aumentándose el plazo máximo de duración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Correcto. Hay que buscar una alternativa que sirva tanto para los que 
tienen un trabajo como para los que carecen de él, que son muchos, y el Juez seguramente va a querer 
que estén ocupados con miras a la rehabilitación. 


SEÑOR BARRERA.- Podríamos establecer diez o doce meses. 


SEÑOR ORRICO.- También deberíamos establecer que al tomar la medida el Juez deberá hacerlo de 
forma de compatibilizarla con el trabajo que tenga la persona. 


SEÑOR BARRERA.- Normalmente, en estos casos, se da una carta y el individuo arregla directamente 
con la ONG, la Intendencia o la institución que sea. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pienso que esta ley no tiene que perjudicar las decisiones que tome el Juez 
en acuerdo con el involucrado y la institución a la que deberá ir la persona. Si acotamos demasiado, 
perjudicamos, de repente, a un individuo que necesita trabajar más horas; en algunos casos, el 
Patronato quiere que trabajen más horas. 


SEÑOR BARRERA.- Entonces, pongamos un plazo de diez meses. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Estamos de acuerdo que estableciendo un plazo de diez meses como 
máximo se cubrirían nuestras preocupaciones? 


(Apoyados) 


Entonces, ¿mantenemos el texto de 1996 en lo que tiene que ver con el primer literal? 
(Apoyados) 


———Ahora pasamos a considerar los otros dos literales. 


SEÑOR BARRERA. El tercer literal me parece bien, pero discrepo en cuanto a lo que se dice de que 
la Suprema Corte de Justicia establezca los convenios. 


SEÑOR MICHELINI.- Lo establecido en el literal f) tendía a dar cierta homogeneidad al proceso de 
las medidas sustitutivas de la prisión. Flexibilizando un poco, se podría dejar el artículo pero en vez de 
“establecerá los presentes convenios” podríamos poner “establecerá los criterios generales”, porque, de 
lo contrario, dejaremos demasiado a la imaginación de los jueces, sin el grado de control 
correspondiente. En materia penal debe haber cierto grado de formalismo y debemos contemplar este 
aspecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Apoyo la propuesta del señor Diputado Michelini, porque en este tema de 
los convenios también tenemos que contemplar el aspecto formal, que no todas las instituciones lo 
tienen en cuenta. Habría que crear un registro de instituciones especializadas, establecer determinados 
parámetros de seriedad ya que, justamente, en esta área, hemos tenido algunos problemas de 
idoneidad. Por lo tanto, me parece que sería bueno que alguna autoridad estableciera un “pool” de 
instituciones, como se hace en el caso de los peritos, para quienes se determinan ciertas características 
y hay posibilidades de recurrir cuando no se cumple. 


SEÑOR MICHELINI.- La redacción quedaría así: “La Suprema Corte de Justicia establecerá los 
criterios generales que deberán cumplir las instituciones a que refiere este literal”. 


SEÑOR ORRICO.- El literal f) que aprobamos en 1996 -y vaya a saber por qué razón- tiene un 
inciso final que refiere al Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados. ¿Esto no está comprendido 
cuando se dice “en organismos públicos o en Organizaciones No Gubernamentales, cuyos fines sean de 
evidente interés o utilidad social”? 


SEÑOR BARRERA.- No; es más, el año pasado ellos enviaron cartas diciendo que querían tener esto a 
texto expreso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, el segundo literal quedaría con la modificación propuesta por el 
Diputado Michelini: “La Suprema Corte de Justicia establecerá los criterios generales que deberán 
cumplir las instituciones a que se refiere este literal”. Pregunto si no sería más correcto poner 
“remuneraciones” en lugar de “cantidades”, por lo que quedaría así: “a efectos de determinar las 
remuneraciones que se pagarán por el trabajo cumplido”. 


(Apoyados) 
———El tercer literal quedaría redactado tal como estaba propuesto en 1996. 


Se va a votar el literal f) con las modificaciones propuestas. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Pasamos a considerar el literal g) propuesto en el proyecto de 1996, que se corresponde con el f) del 
presentado por el Diputado Barrera, quien no establece plazos. 


SEÑOR BARRERA.- Es que actué siempre en base al criterio que ya pusiera de manifiesto: dar al 
Juez mayor flexibilidad. Pero me avengo a lo que dispongan los compañeros de la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Propongo eliminar la palabra “recluido” porque me parece superavitaria, 
ya que si se trata de un arresto, está recluido; pero tampoco hago cuestión porque esto es algo 


absolutamente secundario. 


SEÑOR ORRICO.- ¿Estamos de acuerdo en lo del plazo máximo? ¿Serían tres, como se dice aquí, o 
seis meses? 


(Diálogos) 

———Me temo algunas locuras, sobre todo, de algún recién llegado a la materia penal, que siempre los hay. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, estamos de acuerdo en que se mantenga el plazo establecido. 
¿Hay acuerdo en que se elimine la palabra “recluido”? 


SEÑOR MICHELINI.- Estoy de acuerdo en que el término “recluido” es superabundante, pero al 
incluirlo lo que se quiere es hacer más fuerza con respecto a lo de permanecer, porque hay un “sub 
nomen juris” “arresto domiciliario” que está claro. Lo que se quiere resaltar es que no se trata de que 
se esté saliendo a hacer mandados constantemente. La palabra “recluido” parece demasiado fuerte; 
uno puede habitar en un lugar y hacer salidas esporádicas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Si está recluido, no podría ni hacer un asado en el fondo; me parece 
que es demasiado. 


SEÑOR MICHELINI.- Un recluido no puede recibir visitas. Yo pondría: “la obligación de permanecer 
en su domicilio sin salir de sus límites”... 


(Apoyados) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el literal g) con las modificaciones propuestas. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Pasamos a considerar el literal g) del proyecto del señor Diputado Barrera, relativo al arresto nocturno. 


Aquí se habla de que se cumplirá en el hogar del liberado y no sé si los involucrados estaban de acuerdo con 
esto; yo tenía dudas acerca de si esto podía ser. 


SEÑOR BARRERA.- No; deberíamos poner un punto después de establecer el plazo de dieciséis meses. 


SEÑOR ORRICO.- Hoy el Patronato no estaría en condiciones de hacerlo, pero estarían encantados de 
poder alquilar algo para hacer esto. Como acá se da la posibilidad de otra cosa, en caso de que esto 
fracase, creo que no hay problema. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Advierto que el “nomen juris” no es absolutamente simétrico con el 
texto, porque “arresto nocturno” va de suyo que es en horas de la noche, y aquí lo que se está 
imponiendo es la obligación de permanecer los días laborables durante las horas de descanso bajo 
arresto en un plazo determinado; no tiene por qué ser de noche. Supongamos que una persona trabaje 
en horario nocturno; en ese caso, no se va a tratar de un arresto nocturno. Entonces, esto que parece 
una cosa muy rebuscada, me parece que no lo es tanto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Podríamos poner “arresto en horas de descanso”? 
SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Perfecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El arresto deberá cumplirse, en todo caso, a cargo del Patronato Nacional 
de Encarcelados y Liberados. ¿Estamos de acuerdo? 


(Diálogos) 


Esto es para la gente que no puede volver a la casa; por ejemplo, para un violento que es sacado de su 
hogar y no puede volver, o en caso de que haya un conflicto de vecinos. El tema es dónde se hace el arresto. 
Mi única duda con respecto a la propuesta de 1996 es si había condiciones en el Patronato para recibir en 
grandes cantidades a quienes cumplen estas medidas alternativas. 


SEÑOR ORRICO.- Aquí se le da la posibilidad; si no puede hacerlo, irán a otro lado. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Voy a subsanar un error que cometí al decir que podría cumplir el 
arresto en su casa. Sí puede cumplirlo, pero por lo establecido en el literal g), que no solo refiere al 
arresto permanente en su domicilio, sino que al final establece: “o de permanecer en él dentro de 
determinados días u horas por un plazo máximo de seis meses”. Quiere decir que ese arresto parcial ya 
estaba previsto en el literal g). 


SEÑOR BARRERA. ¿Y si eliminamos este literal relativo al arresto nocturno? 
SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Igual puede quedar como algo programático. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No estoy de acuerdo, porque me parece que es otra cosa; es un 
complemento de medidas cautelares para determinados casos. 


(Diálogos) 


SEÑOR ORRICO.- Yo dejaría esto, porque creo que ellos pueden arreglarlo. El problema que se 
presenta para un individuo que está denunciado por amenazas -en cuyo caso no se sabe qué va a pasar; 
por ahí sale sobreseído, porque eso pasa- es que, de lo contrario, lo estamos mandando a una comisaría 
todas las noches; y ya sabemos que va a dormir en un calabozo rodeado de proxenetas, rapiñeros y 
asaltantes de Bancos. Hay que tratar de evitar esto, ya que se trata de individuos que se supone que 
están en un primer contacto con la materia penal. 


Yo no digo que el Patronato esté en condiciones de hacer esto hoy, pero mañana puede creerlas, porque tienen 
la camiseta puesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En principio, podríamos dejarlo así y consultar al Patronato, que nos 
solicitó una entrevista por este proyecto. 


SEÑOR LÓPEZ.- En el caso de que el hogar del liberado o el Patronato no pueda cumplir, no es que 
pueda cumplirse de otra manera sino que cambia la pena; no cambia el lugar donde debe cumplirse la 
condena porque dice: “de no ser posible, se sustituirá por la establecida”, es decir, por la pena 
establecida en el literal siguiente. 


Puede dejarse lo del Patronato tal como está o establecerse que lo indique el juez. 


SEÑOR ORRICO.- Correcto; porque el Juez le puede fijar la casa de la madre del señor, en el caso de 
un violento; en ese caso, el tipo sale a trabajar todos los días y nadie se entera de que está cumpliendo 
una arresto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, hablaríamos de “arresto en horas de descanso”, y después de 
decir que se deberá cumplir en el Patronato se agregará “o donde el Juez indique”. 


Se va a votar el literal h) con las modificaciones propuestas. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En consideración el literal 1), que habla de prisión de fin de semana; yo propongo poner “arresto de fin de 


semana”. Me parece que este literal es superabundante al hablar de un “lapso continuo no menor de treinta y 
seis horas”. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Sí; porque habla de la obligación de permanecer un día y medio 
continuo bajo arresto y más adelante dice que no podrá ser menor de treinta y seis horas, que es lo 
mismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En ese caso, eliminaríamos la expresión “por un lapso continuo no menor 
de treinta y seis horas”, y el literal termina con la expresión “por un plazo máximo de seis meses”. 


(Apoyados) 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En consideración el literal 3). 


Hay una propuesta del señor Diputado Orrico, por lo que el texto quedaría de la siguiente manera: “Cualquier 
otra obligación sustitutiva propuesta por el procesado que cumpla con las finalidades de la presente ley o 
suponga una adecuada reparación del mal causado”. 


SEÑOR ORRICO.- Habría que decir “propuesta por el procesado y aceptada por el Juez”. 
(Apoyados) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el literal j) con la modificación propuesta. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En consideración el literal k). 

Como hay diferencias con lo propuesto por el Diputado Barrera, vamos a votarlo por inciso. 
Se va a votar el primer inciso que quedaría tal como está. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


El Diputado Barrera agrega un segundo inciso que dice: “Con consentimiento del reo se podrá colocarle un 
aparato de localización territorial a los efectos previstos en los precedentes numerales, en cuanto le fuere 
aplicable”. 


Este es un tema muy discutible y pienso que es muy aplicable al tema de la violencia doméstica. 
(Diálogos) 


SEÑOR BARRERA.- Esto se viene haciendo en muchos países y lo que se requiere es, precisamente, el 
consentimiento del reo; no es algo que se imponga a la fuerza. En casos concretos de violencia esto ha 
dado mucho resultado en todo el mundo, por lo que podríamos aplicar la medida también acá. 


(Diálogos) 


SEÑOR MICHELINI.- No tengo ningún inconveniente en cuanto al concepto, aunque sí con respecto a 
la redacción. Agregaría un elemento y sugeriría la sustitución de otro. Cuando se habla del 
consentimiento debemos hacer referencia al “consentimiento informado”, que es un poco más, porque 
aquí se trata de una limitación de la privacidad y de la capacidad ambulatoria, algo que no es menor. 
No se trata solo de ponerse una pulsera, porque después no se la puede sacar por su propia voluntad; 
además, eso significa que hay alguien que está controlando que la persona que tiene el brazalete no 
traspase determinada zona. Y con los adelantos tecnológicos que se seguirán sucediendo, vaya uno a 
saber si el grado de control no será aún mayor, y no vamos a estar cambiando la ley. 


En segundo término, yo cambiaría la palabra “reo” por “procesado”. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Con toda franqueza, digo que esto me parece un exceso. Aquí 
estamos hablando de personas que presuntamente han cometido un delito muy leve y que no tienen 
ninguna carga de peligrosidad, por lo que ponerle este tipo de aparato de localización territorial es un 
verdadero exceso que viola su dignidad. 


Véase que en el caso de las transitorias, en cuyo caso las personas sí están recluidas en una cárcel, no hay 
nada previsto al respecto, cuando sobre ellos puede darse la eventualidad -que se da en la práctica- de que 
puedan fugarse; sin embargo, no está prevista esta medida asegurativa. 


Por eso no voy a acompañar este literal. 


SEÑOR ORRICO.- Tampoco yo lo haré; me supera largamente. Sin meditarlo, no estoy en condiciones 
de decidir. 


SEÑOR MICHELINI.- Por supuesto que se puede dar una segunda opinión; también podríamos 
trabajar con hipótesis de casos extremos en los que el Juez podrá sugerir, o de casos fundados. Me doy 
cuenta de la limitación muy fuerte de la libertad ambulatoria de una persona que está siendo 
procesada por un delito, que todavía no está condenada. En este último caso, si aceptamos que a una 
persona la encierren en una habitación limitándole fuertemente su libertad ambulatoria, en realidad, 
este mecanismo es mucho más leve. 


En el marco de una persona que está siendo objeto de un proceso es un mecanismo fuerte. 


También es cierto que hoy, teóricamente, van a prisión. Entonces, ¿dónde está la contradicción? Que hemos 
asumido que la prisión no es el método más adecuado; que limitamos fuertemente la libertad ambulatoria 
para una persona que está sujeta a proceso, es decir, acusada pero no penada, e igual aceptamos 
pacíficamente que se le puede coartar totalmente su libertad ambulatoria. 


Me inclino a votar afirmativamente porque me da la impresión de que en los casos de violencia doméstica y, 
fundamentalmente, de violencia con respecto a la pareja de uno u otro sexo se da este tipo de situaciones. La 
única manera de proteger es marcarle un lugar territorial de movimiento. Con dictámenes judiciales de que 
no podían ir ni a la escuela, el mecanismo policial tradicional de avisar: “Pasó, está cerca de la escuela, venga 
el móvil”, el móvil no llegó y hubo casos de muerte en el Uruguay. 


Por lo tanto, estoy dispuesto a poner, por ejemplo: “Por razones fundadas y con conocimiento informado del 
procesado, el Juez podrá (...)”. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero expresar que este tema toca fibras muy íntimas de los que hemos estudiado 
Derecho, por lo menos, en las décadas del sesenta y el setenta. De todas maneras, entiendo lo que están 
diciendo. Realmente, creo que es la alternativa más difícil que me ha tocado decidir desde que soy 
parlamentario. 


De todas maneras, el señor Diputado Michelini ha dicho un par de cosas que, por lo menos, me llevan a no 
oponerme, que no es lo mismo que apoyar, en la medida en que también se limite un poco una redacción que 
es muy abierta. 


Mi temor es que esto llegue a otro tipo de situaciones como puede ser la libertad anticipada, donde sería muy 
difícil instrumentar algo de este estilo. 


Entiendo que en los temas de violencia -no solo el caso mencionado sino también el del individuo que el otro 
día tiró una bengala en el Estadio, que si agarra la cabeza de alguno, se la saca enterita- está bien que se diga: 
“Fulano de tal está en el Estadio; vayan a buscarlo”. En ese caso, creo que no hay otra alternativa. 


Entonces, con todas las dudas y las vacilaciones, y no queriendo hacerlo, no me voy a oponer. Puede parecer 
contradictorio, pero es un tema difícil. 


SEÑOR VEIGA.- Mi pasaje por la Facultad de Derecho en la década del sesenta fue muy breve, pero 
comparto la sensibilidad. 


Hay algo que me limita a votarlo; no lo comparto. 


Propondría continuar adelante, dejar este artículo en suspenso y que el señor Diputado Michelini trajera otra 
redacción que pueda convencernos. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Adviértase la peligrosidad de esta disposición, más allá de que 
comprendo todas las argumentaciones dadas, en cuanto a que más grave es la situación del excarcelado 
provisionalmente, que es la libertad que se da normalmente cuando una persona está presa. En los 
grandes números, lo más normal es lo que se llama la excarcelación provisional. Es una persona que 
estaba presa y tiene una excarcelación provisional. Si este criterio se llega a extender, va a llegar un 
momento en que va a ser hasta de difícil contralor, por más que haya una tecnología muy avanzada. 
Véase que el caso del excarcelado provisional es una persona que presumiblemente cometió un delito 
más grave que los que estamos tratando en este artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Propongo aceptar la propuesta del señor Diputado Veiga, en el sentido de 
que el señor Diputado Michelini traiga una redacción lo más acotada posible a los casos en que se 
utilizaría y defina bastante los criterios del Juez. Personalmente, ante tantas mujeres muertas o niños y 
ancianos maltratados que luego han muerto por estas situaciones, creo que hay que acotar la redacción 
pero es una buena medida. 


Quiero decir que votamos casi todos los literales del artículo 3”. Queda estudiar esta redacción alternativa y 
agregar la propuesta del señor Diputado Orrico con respecto al tema de la dignidad. 


Por último, el señor Diputado Michelini desea hacer una consideración política. 


SEÑOR MICHELINI.- Me doy cuenta de que la sesión está a punto de levantarse. Había hecho un 
planteo sobre el tema del referéndum que se iba a discutir en esta sesión y me gustaría que el miércoles 
que viene, más allá de que se haya avanzado o no en este proyecto de ley, hubiera una respuesta por sí 
0 por no sobre el proyecto que presenté, en tiempo y forma. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


